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Capítulo segundo

UN RETRATO DE LA JURISPRUDENCIA MEXICANA

I. La configuración histórica de la jurisprudencia

En los capítulos previos se ha esbozado desde una particular pers-
pectiva de teoría jurídica, un retrato del razonamiento jurídico, 
como un ejercicio de razonamiento práctico que tiene lugar en el 
campo del derecho. En ese sentido, es particularmente interesante 
observar que en la evolución de la jurisprudencia como institución 
jurídica se ha transformado y ha adoptado nuevos rasgos.

La jurisprudencia en la tradición jurídica del Civil Law ha transi-
tado caminos distintos de aquellos que ha seguido el precedente en el 
Common Law; sus rasgos, sin embargo, dan cuenta de una constante 
que merece la pena destacar, que es su permanente vocación para 
responder o clarificar las dudas u oscuridades que los contenidos 
jurídico-normativos pudieran presentar y en eso, parece tener coin-
cidencias importantes con aquella institución.

Este capítulo busca darnos unas pinceladas de la evolución his-
tórica de la jurisprudencia en el Civil Law, siguiendo su desarrollo 
en el derecho romano para situarnos luego, en el tránsito que ha te-
nido en el ordenamiento jurídico mexicano a través de las distintas 
etapas desde sus antecedentes hasta su consolidación más contem-
poránea en su paso hacia la incorporación del precedente.

El vocablo jurisprudencia se compone de las voces latinas ius, 
iuris definida por los romanos como el arte de lo bueno y equitativo, 
derecho o de derecho y, prudentia,85 que significa sabiduría o cono-

85		  Rolando Tamayo explica cómo prudencia implica sabiduría pero también 
buen juicio y se atribuye a aquel individuo que conoce y sabe qué hacer; “la 
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cimiento, saber algo de antemano o con conocimiento de causa;86 
esto es, la sabiduría o conocimiento del derecho, lo cual implica la 
posesión plena y  el dominio de sus conceptos y técnicas, para ser 
utilizadas con prudencia en la resolución de problemas.

1. Las épocas de la jurisprudencia en el derecho romano

La historia de la voz “jurisprudencia” en los sistemas legales 
de derecho civil se remonta a los inicios en la antigua Roma. A 
lo largo del tiempo, esta palabra ha experimentado una evolución 
significativa, pasando por diversas etapas87 y adquiriendo distintos 
significados. En este breve recorrido, exploraremos su trayectoria 
hasta llegar a su significado actual en el contexto del sistema legal 
de México.

En la Antigüedad,88 el derecho romano se fundamentó en las 
primeras estructuras de organización social, las cuales tenían una 
fuerte influencia religiosa. En ese contexto, la resolución de casos 
dependía de las revelaciones de sacerdotes o expertos.89 Según Flo-
ris Margadant, el derecho primitivo estaba estrechamente vincula-

prudencia construye la acción humana racional, la acción justificada... siguiendo 
los cálculos de la razón señala la mejor acción que un hombre puede seguir en 
la circunstancia”. Salmorán Rolando, Tamayo, “Jurisprudencia y formulación 
judicial del derecho (principium)”, Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del Derecho, 
México, núm. 21, octubre de 2004, pp. 198-200, disponible en: https://www.
scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-02182004000200007.

86		  Ibidem, p. 200. 
87		  Aunque el derecho romano abarca una amplia gama de periodos históricos, 

de acuerdo con los tratadistas, se pueden identificar cuatro etapas principales en el 
desarrollo de la jurisprudencia romana: la época antigua o arcaica, la época pre-
clásica o helenística, la época clásica y la época posclásica, D´Ors, Álvaro Derecho 
privado romano, 8a. ed., Pamplona, Ediciones Universidad de Navarra, 1991.

88		  Comprende la época arcaica del derecho romano, en la que está íntima-
mente ligado a la religión, periodo en el que su acceso era restringido hasta la 
divulgación de las fórmulas pontificales en 304 a.C.

89		  Francisci De, Pietro, “Síntesis histórica del derecho romano”, Revista de 
Derecho Privado, Madrid, 1954, pp. 202 y 203.
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do a lo religioso y lo divino, lo que llevó a que los primeros juristas 
fueran los sacerdotes del Estado, también conocidos como sacerdo-
tes públicos.90 Estos sacerdotes tenían la responsabilidad exclusiva 
de los asuntos jurídicos y de la formalidad tanto en los actos jurídi-
cos como en los religiosos.91

Los pontífices, entre los sacerdotes, fueron los primeros iurispru-
dentes92 dedicados a interpretar el derecho. La jurisprudencia roma-
na era el conjunto de opiniones, decisiones concretas, consejos e 
ideas expresadas por expertos en derecho que, con su conocimiento 
específico y su intuición de la justicia, resolvían los casos problemá-
ticos93 planteados.

Durante mucho tiempo, el colegio de los pontífices mantuvo 
el monopolio del derecho, ya que controlaba el calendario roma-
no y era el único conocedor de los días adecuados para actuar, 
así como de los rituales y fórmulas necesarias para cada negocio.94 
Aquellos que deseaban realizar un rito o negocio estaban obligados 
a consultar a los pontífices.95 Los miembros del colegio, personas 
de alto estatus social y posición económica, ejercían su cargo sin 
remuneración, ya que la jurisprudencia era vista como un ejerci-
cio intelectual que otorgaba reconocimiento y prestigio. La lectura, 
escritura, dominio y uso de fórmulas legales, así como toda la pro-
ducción jurídica de la época, se mantenían en secreto profesional96  

90		  Véase Floris Margadant, Guillermo, Derecho privado romano como introducción 
a la cultura jurídica contemporánea, México, 2a. ed., Esfinge, 1965, p. 54.

91		 D'Ors, Álvaro, Derecho privado romano, cit., p. 45; Kunkel, Wolfgang, Historia 
del derecho romano, trad. de  Juan Miquel, 9a. ed., Barcelona, 1999, p. 106.

92		  Tamayo y Salmorán, op. cit., p. 201, señala que el sustantivo iurisprudentia 
designa el oficio particular de conocer el derecho que implicó una dedicación vo-
cacional y continuada hacia el mismo, a cuyos practicantes se les conoció como 
iurisprudentes.

93		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., p. 54.
94		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, “La senda de la jurisprudencia romana”, 

México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie doctrina jurídica, núm. 
32, 2000, p. 41.

95		  Francisci De, op. cit., p. 204.
96		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., p. 54. Atribuye el fenómeno de la 

monopolización no solamente al hecho de que los sacerdotes disponían de estas 
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a través de los libri pontificales, accesibles solo para los miembros del 
Colegio.97

En aquella época, el derecho se encontraba principalmente en 
la ley de las XII Tablas, la primera gran ley escrita del derecho 
romano que recopilaba principios tradicionales y anteriores.98 Esta 
ley, elaborada a partir de hipótesis generales, requería interpreta-
ción para adaptarse a las necesidades de la vida jurídica, una tarea 
asignada al Colegio de Pontífices.99 

El fin de la época antigua y el inicio de la época preclásica 
(helenística) se caracterizó por un importante cambio en el derecho 
romano: la secularización de la función jurisprudencial, que pasó 
de ser religiosa y exclusiva a ser pública y laica. Los estudiosos coin-
ciden en que tres eventos contribuyeron a esta secularización100 ha-
cia el final de la época antigua, de los cuales, el más destacado fue 

fórmulas, sino también a que eran prácticamente, los únicos que sabían leer y 
escribir; La Jurisprudencia…, op. cit., p. 98.

97		  Kreller, Hans, Historia del derecho romano, trad. de Fernando Hinestrosa, 
Bogotá, Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia, 1966, p. 93.

98		  De acuerdo con Floris Margadant, op. cit., p. 74, se trató de la primera 
tentativa de ordenar el derecho. La primera gran ley escrita del derecho romano 
que rigió de manera general para todos los ciudadanos romanos: patricios y ple-
beyos, elaborada por diez magistrados (decenviros) quienes luego de estudiar el 
derecho griego, redactaron las normas básicas de derecho privado y público en 
X tablas, que posteriormente fueron añadidas y complementadas con otras dos 
tablas, codificación que en su totalidad fue conocida como Ley de las XII Tablas. 
El contenido de esta ley fue el siguiente: Tablas I y II, sobre la organización y el 
procedimiento judicial; Tabla III, acerca de los deudores insolventes; Tabla IV, 
sobre la patria potestad; Tabla V, tutela y curatela; Tabla VI, sobre la propiedad; 
Tabla VII, acerca de las servidumbres; Tabla VIII, derecho penal; Tabla IX, 
derecho público y relaciones con enemigos; Tabla X, derecho sagrado; Tabla XI 
y XII, complemento de las anteriores. Cfr. Morineau Iduarte, Martha  e Iglesias 
González, Román, Derecho romano, México, Harla, 1987, pp. 13 y 14.

99		  La interpretación que realizaban los pontífices versaba sobre el contenido 
y alcance de la ley de las XII Tablas. Morineau Iduarte, Martha op. cit., p. 16. 
Esta interpretación era la “función primordial de la jurisprudencia pontificia, 
a través de la cual los jurisprudentes leían el derecho y señalaban sus alcances”.
Tamayo y Salmorán, Rolando, op. cit., p. 204.

100		  Francisci De, op. cit., p. 204; Floris Margadant, Guillermo op. cit., nota 13, 
pp. 55 y 56; Morineau Iduarte, Martha, op. cit., p. 19.
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la publicación de las fórmulas jurídicas de los pontífices por Cneo 
Flavio en 304 a.C. Este hecho marcó un hito en la historia jurídica 
romana, al hacer accesibles tales fórmulas para los prudentes,101 lo 
cual permitió el surgimiento de jurisconsultos102 en Roma, quienes 
podían ofrecer opiniones, esquemas y asesoramiento sobre proce-
sos legales, aunque carecían de oficialidad. 

Un segundo evento crucial fue la inclusión del primer pontífice 
plebeyo en el colegio pontifical: Tiberio Coruncanio, quien comen-
zó a ofrecer consultas públicas sobre asuntos legales en el año 254 
a.C. Por último, el tercer evento que contribuyó a la secularización 
de la función jurisprudencial fue la publicación del primer trata-
do sistemático de derecho, conocido como Tripertita, en el año 204 
a.C., por parte de Sexto Elio Peto.

Es importante destacar que las consultas legales dirigidas a los 
prudentes romanos provenían tanto de individuos privados como 
de jueces, magistrados y organismos administrativos del derecho.103 
Dado que la jurisprudencia se convirtió en una actividad laica y pú-
blica, con el tiempo se produjo un exceso de responsas (opiniones 
legales), lo que generó una creciente desconfianza en la producción 
jurídica.

El exceso en la emisión de responsas marcó el final de la época 
preclásica y dio paso a la época clásica, que comenzó en el año 
27 a.C. con el ascenso de Augusto al poder.104 Durante la época 
clásica, la jurisprudencia105 alcanzó su apogeo al obtener reconoci-

101		  Eran juristas que no pertenecían al Colegio de los Pontífices y a quienes se 
les pedía consejo.

102		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 42.
103		  Kunkel, op. cit., p. 107.
104		  Es la referencia generalmente aceptada por los doctrinarios del derecho 

romano el inicio de la denominada “Época Clásica” con la llegada del gobierno 
de Augusto, sin embargo, no dejamos de mencionar que el profesor Álvaro D’ors 
señala en su obra Derecho Privado Romano que el periodo del derecho romano clá-
sico comprendió del año 130 a.C. al 230 d.C.

105		  Los jurisprudentes romanos tenían un enfoque particular para interpretar 
la realidad según la prudentia, distinguiendo entre lo justo y lo injusto sin adherir-
se estrictamente al contenido de la ley. Por lo tanto, en Roma, la jurisprudencia 
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miento oficial como la principal fuente en la creación del derecho 
romano, ya que tanto la práctica del pretor106 como las legislacio-
nes se basaban en las responsas emitidas por los juristas.

De acuerdo con Jorge Mario Magallón, el periodo clásico de la 
jurisprudencia romana recibe su nombre debido al máximo esplen-
dor alcanzado por los juristas de esa época, cuyas formulaciones y 
principios han sido reconocidos, respetados, honrados y observa-
dos a lo largo del tiempo y en diferentes lugares del mundo.107 

Durante ese periodo, buscando resolver el problema causado 
por la emisión descontrolada de responsas, el emperador Augusto 
otorgó autoridad a ciertos destacados juristas como Sabino, Javole-
no, Juliano, Cervidio Escévola y Modestino, para que solo ellos pu-
dieran emitir dictámenes en nombre del emperador, una facultad 
conocida como ius publice respondendi.108 Con esta medida, las partes 
solo podían presentar ante los tribunales dictámenes emitidos por 
los juristas autorizados, los cuales eran vinculantes para los jueces, 
limitando así los responsa y obligando a los jueces a preferir los dic-
támenes emitidos por los juristas designados por el emperador.109

En el periodo clásico de la jurisprudencia romana, los jueces 
rara vez se desviaban de los dictámenes emitidos por los juristas 
investidos con el ius publice respondendi, lo que evidencia la enorme 
influencia que ejercieron en el derecho de esa época. Este periodo 
se caracterizó por ser el más rico y esplendoroso de la jurispruden-
cia romana,110 tanto por las brillantes decisiones emitidas como por 
la mejora en la aplicación y la creación de nuevas instituciones.111

siempre implicaba la búsqueda de la justicia. La Jurisprudencia… cit., p. 97; Maga-
llón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 100.

106		 Magistrado romano que administraba justicia en Roma o en las pro-
vincias.

107		  Magallón Ibarra, Jorge Mario, op. cit., p. 124.
108		  Kreller, Hans, op. cit., p. 95; Núñez Vaquero, Álvaro, Precedentes: una aproxi-

mación analítica, Madrid, Marcial Pons, 2022, p. 42. 
109		  Kunkel, op. cit., pp. 114 y 115.
110		  Ibidem, p. 116.
111		  Huber Olea, Francisco José, Diccionario de derecho romano, México, Porrúa, 

2000, p. 294.
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Posteriormente, el emperador Adriano determinó que la juris-
prudencia emitida por los juristas investidos con el ius publice respon-
dendi tuviera fuerza de ley, convirtiéndose así en una de las fuentes 
formales del derecho civil romano. Con el tiempo, la práctica de 
los rescriptos imperiales —respuestas a problemas jurídicos dudosos 
emitidas por el emperador mismo— ganó fuerza. Esta evolución 
deterioró la actividad dictaminadora de los juristas, ya que pasaron 
a asesorar a los consejeros imperiales,112 reduciendo su papel en la 
elaboración del derecho a una mera colaboración burocrática.113

Durante el periodo posclásico del derecho romano, se observó 
un declive en la importancia de la jurisprudencia.114 La instaura-
ción de la monarquía absoluta introdujo un derecho de origen le-
gislativo, lo que provocó un menor interés en los responsa emitidos 
por los iuris prudens, ya que dejaron de considerarse esenciales para 
la resolución de problemas legales.115

En el año 528 d.C., debido a la vasta extensión y las contradic-
ciones presentes en la jurisprudencia clásica, el emperador Justiniano 
inició una depuración general de la producción jurídica clásica. Esta 
tarea fue llevada a cabo por una comisión de 16 miembros, encar-
gada de compilar extractos de las mejores obras de 39 jurisconsultos 
que contaban con el ius publice respondendi. Este proyecto, conocido 
como el Digesto o Pandectas,116 se completó en el año 533 d.C.117

112		  Kunkel, op. cit., p. 139. El autor distingue a la práctica de los rescriptos 
imperiales y su expansión como una de las principales causas de la decadencia 
de la jurisprudencia clásica en las épocas posteriores.

113		  D’Ors, Álvaro, op. cit., p. 8.
114		  Se considera que comienza en el siglo III, del 230 d.C. al 530 d.C. Cfr. 

D’Ors, Álvaro, op. cit., p. 40.
115		  La jurisprudencia en México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Méxi-

co, 2a. ed., 2005, p. 104.
116		  El Digesto, compuesto por cincuenta libros, fue el documento que re-

copiló la definición romana de jurisprudencia según Ulpiano: “iurisprudentia est 
divinarum atque rerum notitia, iusti atque iniusti scientia”, que se traduce como “La 
jurisprudencia es el conocimiento de las cosas divinas y humanas, la ciencia de lo 
justo y lo injusto”. Rosales, op. cit., pp. 46 y 47.

117		  Bravo González, Agustín y Bialostosky, Sara, Compendio de Derecho Romano, 
8a. ed., México, Pax, 1976, p. 23.
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Al organizar el derecho de esta manera, establecer categorías 
jurídicas y definiciones de conceptos legales, la jurisprudencia ex-
perimentó una transformación para convertirse en “ciencia del de-
recho”. Los juristas dejaron de resolver problemas legales concretos 
(al perder el ius publice respondendi) para centrarse en la enseñanza.

2. La Edad Media de la jurisprudencia

La etapa medieval de la jurisprudencia es crucial para com-
prender la configuración originaria de la ciencia del derecho, ya 
que dio lugar a lo que algunos denominan la metodología jurídica 
medieval que —mediante el empleo de la gramática, la dialéctica 
y la lógica al servicio del derecho— produjo auténticas teorías ju-
rídicas.118

Las teorías referidas, tomaron la forma de glosas o comenta-
rios al derecho romano, esto es, ubicaban el texto romano para 
luego desarrollar los problemas que podían encontrar una solución 
en dicho texto, mismas que solían aparecer entre líneas o en los 
márgenes del original. La jurisprudencia consistía en diversos ca-
sos prácticos superpuestos a la casuística romana que no estaban 
ordenados.119 

De modo que, aunque en apariencia, el desarrollo de la juris-
prudencia se vio interrumpido durante la Edad Media, con la caída 
del Imperio Romano de Occidente, en realidad resurgió con los glo-
sadores, quienes se dedicaban a explicar literalmente o a comentar 
el Digesto, buscando paralelismos, citas dispersas, contradicciones y 
posibles reconciliaciones. Sin embargo, su labor fue superada por 
los comentaristas,120 que emitían teorías fundamentales, juicios o 
comentarios accesorios insertados en el Corpus Iuris Civilis,121 consi-

118		  Carpintero, Francisco, “En torno al método de los juristas medievales”, 
Anuario de historia del derecho español, Madrid, 1982, pp. 619-623.

119		  Ibidem, p. 623.
120		  Cruz Barney, Oscar, Historia del derecho en México, México, Oxford, 1999, p. 74.
121		  Compilación realizada por el emperador Basilio hacia fines del siglo IX, 

recibió el título de Corpus Iuris en 1538 y se integró de cuatro partes: el Digesto o 
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derando el sentido de las palabras para investigar el espíritu de las 
normas.122

De acuerdo con Rolando Tamayo, los juristas escolásticos crea-
ron la ciencia jurídica en el sentido contemporáneo, al ocuparse de 
explicar fenómenos de manera sistemática, mediante enunciados 
que se conformaran con principios generales, mismos que obte-
nían de una combinación de observaciones, hipótesis, verificación 
e incluso experimentación. Así, los juristas medievales de finales del 
siglo XI y de los siglos XII y XIII construyeron el sistema jurídico 
a través de la jurisprudencia.123

3. La jurisprudencia de la modernidad

Se considera que la noción más cercana a la nuestra sobre la ju-
risprudencia comenzó a desarrollarse en la Época Moderna (siglos 
XVI-XIX), con la Revolución Francesa, aunque se negaba al juez 
la creación judicial del derecho.124 Esta concepción fue influencia-
da por la codificación, el principio de división de poderes y el cons-
titucionalismo. El concepto de código, entendido como el conjunto 
de reglas escritas en una materia específica, surgió con el objetivo de 
ordenar las leyes y dotar al mundo jurídico de un carácter racional. 
Esto buscaba proporcionar certeza jurídica a los ciudadanos frente 
al abuso y la arbitrariedad de las autoridades en la aplicación del 
derecho.

Pandectas, las Instituciones, el Nuevo Código y las Novelas. Véase Bravo Gonzá-
lez, Agustín, op. cit., pp. 23-25. 

122		  Floris Margadant, Guillermo, op. cit., pp. 82 y 83.
123		  Tamayo y Salmorán, Rolando, Los publicistas medievales y la formación de la 

tradición política de Occidente. Estudio histórico sobre la recepción de la ciencia jurídica y su 
impacto en las ideas políticas, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2016, pp. 161-162.

124		  Martínez Verástegui, Alejandra (coord.), El precedente judicial en la tradición 
continental, Teoría y práctica del precedente judicial en Iberoamérica, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucionales, 2022, pp. 28-29.
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La breve nota histórica sobre la jurisprudencia da cuenta de 
que ésta, como ejercicio para identificar el significado de las leyes 
ha sido parte de nuestra tradición jurídica desde el derecho roma-
no. Su transformación para adquirir los rasgos más específicos que 
le asignamos hoy, tuvo lugar más recientemente cuando Kelsen se 
refirió a que 

…la norma superior, la ley o una norma de derecho consuetudinario, 
determinan, en mayor o menor medida, la creación y el contenido 
de la norma inferior constituida por la decisión judicial. Esta última 
norma pertenece junto con la otra, al mismo orden jurídico, pero solo 
en cuanto la primera corresponde a la segunda… La solución del pro-
blema de si una norma inferior corresponde a otra superior, supone la 
aplicación de esta última. 125

La idea general según la cual los jueces producen normas in-
dividuales a través de sus decisiones, en el marco de aplicación de 
enunciados normativos del ordenamiento a casos concretos.126 
Dentro de la noción moderna de jurisprudencia, se identifican cier-
tas características, como la tendencia de los órganos jurisdiccio-
nales de un sistema jurídico a uniformar la aplicación de normas 
jurídicas, la justificación de las decisiones, la existencia de reglas 
para el recurso a decisiones previas y una organización judicial. 

Así, la noción de jurisprudencia ha evolucionado desde sus orí-
genes en Roma debido a una serie de acontecimientos históricos. 
Pasó de ser considerada sabiduría a transformarse en ciencia del 
derecho, luego de ciencia del derecho a las sentencias judiciales y, 
finalmente, de las sentencias a la interpretación de la ley en su apli-
cación a casos específicos por parte de los órganos jurisdiccionales.

125		  Kelsen, Hans, Teoría general del derecho y del Estado, trad. de Eduardo García 
Máynez, México, Textos Universitarios, UNAM, 1988, p. 183.

126		  Véase La jurisprudencia…, cit., p. 117.



49UN RETRATO DE LA JURISPRUDENCIA MEXICANA

II. La trayectoria de la jurisprudencia en México

En el ordenamiento jurídico mexicano hay una larga tradición de 
creación jurisprudencial con sus rasgos más característicos, cuya 
gestación comenzó, por lo menos, en el siglo XIX. 

La doctrina jurídica mexicana desarrolló un relativo consenso 
en cuanto a lo que debía entenderse por jurisprudencia y la defi-
nición aportada por Ignacio Burgoa es representativa del mismo:

…la jurisprudencia se traduce en las interpretaciones y conside-
raciones jurídicas integrativas uniformes que hace una autoridad 
judicial designada para tal efecto por la ley, respecto de uno o va-
rios puntos de derecho especiales y determinados que surgen en 
un cierto número de casos concretos semejantes que se presenten, 
en la inteligencia de que dichas consideraciones e interpretaciones 
son obligatorias para los inferiores jerárquicos de las mencionadas 
autoridades y que expresamente señale la ley.127 

Dicho consenso, asume que es alguna autoridad judicial facul-
tada por la ley, la que puede interpretar el derecho, de manera in-
tegrativa y respecto de puntos específicos que se presenten en casos 
semejantes que son obligatorios para los órganos inferiores en la 
jerarquía judicial. Ésta ha sido la concepción general que ha im-
pregnado el imaginario jurídico constitucional y que se fue gestan-
do hasta adquirir  cierta solidez en la segunda mitad del siglo XX.

1. La confección de la jurisprudencia durante el siglo XIX

El 31 de enero de 1824, el Acta Constitutiva de la Nación 
Mexicana marcó el fin definitivo del antiguo régimen y dio inicio a 
una nueva era política. Este documento constitucional estableció la 
religión católica como la única del Estado, consagró la división de 

127		  Burgoa Orihuela, Ignacio, El juicio de amparo, 40a. ed., México, Porrúa, 
2004, p. 823.
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poderes y depositó el poder ejecutivo en manos de un presidente 
y vicepresidente, mientras que el poder judicial recayó en la Corte 
Suprema de Justicia y los tribunales locales.128

Cabe destacar que el Acta Constitutiva incorporó dos princi-
pios fundamentales en materia de justicia: el primero, que garanti-
zaba a todos los habitantes de la federación mexicana el derecho a 
una pronta e imparcial administración de justicia; y el segundo, que 
establecía que los ciudadanos solo podían ser juzgados por leyes y 
tribunales preexistentes al acto juzgado, prohibiendo así los juicios 
especiales y las leyes retroactivas.129

La historia de la jurisprudencia en México se remonta a los 
orígenes mismos del Estado Mexicano independiente. La Cons-
titución de 1824, primera normativa fundamental del México 
independiente,130 sentó las bases para la estructuración del Poder 
Judicial de la Federación, estableciendo en su Título V la inte-
gración y atribuciones de este poder.131 Si bien la Constitución 
de 1824 representó un avance significativo en la consolidación de 
un sistema judicial a nivel constitucional, en la práctica la publi-
cación y difusión de las resoluciones judiciales enfrentaba serias 
limitaciones, ya que no existía aún un medio oficial de difusión, 
recurriendo los órganos jurisdiccionales a la publicación de sen-
tencias o fragmentos de ellas a través de medios informativos pri-
vados.132

128		  Lanz Duret, Miguel, Derecho constitucional mexicano y consideraciones sobre la 
realidad política de nuestro régimen, 2a. ed., México, 1933, p. 73. 

129		  Cruz Barney, Oscar, Historia del derecho en México, cit., nota 86, p. 10.
130		  Moreno, Daniel, Panorama del Derecho Mexicano; Síntesis del Derecho Constitu-

cional, México, UNAM, Instituto de Derecho Comparado, 1965, p. 12.
131		  Fix Zamudio, Héctor y Cossío Díaz, José Ramón, El Poder Judicial en el orde-

namiento mexicano, México, Fondo de Cultura Económica, 2003, pp. 113 y 114.
132		  Como ejemplo de estas publicaciones, podemos citar a La Gaceta de Mé-

gico y el Noticioso de 1820; el Cosmopolita y el Observador de la República de 1838. Al 
tratarse de medios privados de información, las publicaciones no eran exclusi-
vas para sentencias o leyes, sino que incluían además artículos con reflexiones e 
información diversa; no fue sino hasta 1850 que surgió el Semanario Judicial, 
publicación no oficial especializada en la difusión de temas jurisprudenciales. La 
jurisprudencia en México…, cit., pp. 34 y 35.
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Luego del periodo centralista (instaurado desde 1835), con la in-
tegración del Congreso constituyente en 1846, se dio un gran paso 
para la emisión del Acta de reformas constitucionales de 1847, que 
incorpora el juicio de amparo133 a nivel nacional; ese suceso consti-
tuye el inicio de esta institución jurídica procesal en nuestro país.134

La Constitución liberal de 1857 representó un hito trascendental 
en la evolución del juicio de amparo como mecanismo de control 
constitucional. Los artículos 101 y 102 de esta Constitución consa-
graron definitivamente al amparo como un medio para combatir 
actos de autoridad por la violación de garantías individuales o por la 
restricción de la soberanía de las entidades federativas. No obstante, 
la aplicación efectiva del amparo tuvo lugar hasta 1861, debido a los 
conflictos bélicos que afectaban al país y a la inexistencia de procedi-
mientos adecuados que permitieran su plena aplicación.135 

Fue en esta etapa cuando los propios juzgadores, en ausencia 
de un marco normativo adecuado, fueron sentando las bases pro-
cesales del juicio de amparo, definiendo aspectos esenciales de esta 
figura jurídica.136 Ello propició intensos debates en torno a la legi-
timidad del Poder Judicial para declarar la inconstitucionalidad de 
leyes emitidas por el Poder Legislativo, en su calidad de represen-
tante de la voluntad nacional. Finalmente, fue la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación la que conservó la facultad de velar por la 
observancia de los preceptos constitucionales.

La expedición, en noviembre de 1861, de la Ley Orgánica de 
los artículos 101 y 102 Constitucionales, esto es, la primera Ley 
de Amparo, representó un esfuerzo por subsanar las deficiencias 

133		  Recordemos que esta institución jurídica fue creación de Manuel Cres-
cencio Rejón y el amparo hizo su primera aparición en la Constitución Política 
del estado de Yucatán en 1841. Coaña Be, Luis David, El juicio de amparo, México, 
Tirant Lo Blanch, 2020, p. 33.

134		  Soberanes, Fernández, “El Acta de Reformas Constitucionales de 1847 
(también llamada Acta Constitutiva y de Reformas)”, Revista Mexicana de Historia 
del Derecho, México, vol. 28, p. 200.

135		  Acosta Romero, Miguel y Pérez Fonseca, Alfonso, Derecho jurisprudencial 
mexicano, México, Porrúa, 1998, p. 22. 

136		  Ibidem, pp. 22 y 23.
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que, de acuerdo con Ignacio Burgoa, eran inevitables dada la 
condición de primer ensayo de organización y reglamentación de 
una nueva institución.137 En esta ley se incorporaron también las pri-
meras reglas acerca de la publicación de las resoluciones de amparo 
en periódicos particulares, ya que no se tenía en ese momento ningu-
na publicación oficial.138

Años después, en 1868, Ignacio Mariscal, como ministro de 
Justicia presentó una iniciativa de Ley de Amparo que buscaba pa-
liar las imperfecciones procedimentales, atacar el problema de la 
creación de múltiples criterios interpretativos y definir los alcances 
del juicio de amparo.

La Ley de Amparo de 1869 incorporó algunos aspectos fun-
damentales: 1) el principio de definitividad; 2) la publicidad de las 
sentencias de amparo; 3) la improcedencia del amparo en contra 
de resoluciones judiciales, y 4) la regla según la cual, los criterios 
sostenidos en las sentencias serían obligatorios para otros órganos 
jurisdiccionales. La labor jurisdiccional generó la producción de 
diversos  criterios interpretativos como resultado de la interpre-
tación constitucional, lo cual mostró la necesidad de adoptar el 
mecanismo del precedente judicial —tomado del Common Law— 
según el cual las decisiones adoptadas por los tribunales de ma-
yor jerarquía son obligatorias para los demás órganos inferiores. 
Esta medida coadyuvó a evitar una interpretación divergente de 
la Constitución,139 propiciando la unificación de criterios bajo la 
tutela de la Suprema Corte como máxima intérprete constitu
cional.

En cuanto a la publicación de las sentencias, la Constitución de 
1857 ya había establecido la necesidad de su publicación a través 
de un periódico. Fue mediante el decreto del 8 de diciembre de  

137		  Burgoa Orihuela, Ignacio, op. cit., p. 137.
138		  Rosales Guerrero, Emmanuel Guadalupe, Estudio sistemático de la jurispru-

dencia, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, p. 511.
139		  Cabrera Acevedo, Lucio, “La Jurisprudencia”, en Díaz Infante Aranda, 

Ernesto (comp.), La Suprema Corte de Justicia y el Pensamiento Jurídico, México, Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, 1985, pp. 238, 239, 241 y 242.
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1870 que el presidente Benito Juárez ordenó crear un periódico 
oficial con este propósito, el cual se denominó “Semanario Judicial 
de la Federación”. Este periódico se erigió desde entonces como 
el vehículo oficial para dar a conocer las sentencias definitivas de 
los tribunales federales a partir de 1867 y, como puede inferirse, su 
labor de difusión ha sido fundamental en el fortalecimiento de la 
jurisprudencia y la construcción del precedente.140

Los juristas Ignacio Mariscal e Ignacio L. Vallarta mantuvie-
ron posturas diferenciadas respecto a los fines que debía perseguir 
la publicación de las sentencias de amparo. Mientras Mariscal 
consideraba que éstas perseguían un doble propósito: resolver el 
caso concreto e interpretar el derecho público y constitucional, 
Vallarta estimaba que los objetivos indicados, se alcanzarían sola-
mente con la emisión de cinco sentencias consecutivas en el mis-
mo sentido.141

Fue con la Ley de Amparo de 1882 que, formalmente, apareció 
la jurisprudencia en el derecho positivo mexicano, al concederle 
obligatoriedad y establecer la debida fundamentación para las sen-
tencias de la Suprema Corte. Si bien es cierto que desde 1870 exis-
tió el Semanario Judicial de la Federación como medio de difusión 
de las resoluciones judiciales, también lo es que las sentencias publi-
cadas con anterioridad carecían aún de las características propias 
de la jurisprudencia.

Así pues, puede afirmarse que el nacimiento formal de la juris-
prudencia en México se produjo con la Ley de Amparo de 1882, 
aprobada por las cámaras de Diputados y Senadores en noviembre 
de ese año, la cual estableció de manera implícita la obligatoriedad 

140		  En opinión de Manuel González Oropeza, la difusión de jurisprudencia a 
través del Semanario Judicial despertó interés y generó publicaciones privadas es-
pecializadas, tales como El Derecho (1868-1897) y El Foro (1873-1891), por citar al-
gunas. González Oropeza, Manuel, La Jurisprudencia: su conocimiento y forma de repor-
tarla, México, Poder Judicial de la Federación, SCJN, 2006, p. 43. Guerrero Lara, 
Ezequiel y Guadarrama López, Enrique (comps.), La interpretación Constitucional de la 
Suprema Corte de Justicia (1917-1982), México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, Serie A Fuentes, Textos y Estudios Legislativos, 1984, núm. 54, t. I, p. 12.

141		  La jurisprudencia en México…, cit., p. 63.
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de la interpretación fijada por la Corte en cinco ejecutorias conse-
cutivas.142

No obstante, la jurisprudencia sería posteriormente derogada 
por el Código de Procedimientos Federales de 1898, para reaparecer 
en 1908 con el Código Federal de Procedimientos Civiles,143 el cual 
regulaba tanto los procedimientos civiles federales como el juicio de 
amparo. A partir de este Código, la jurisprudencia inició un proceso 
de consolidación y desarrollo, convirtiéndose en parte definitiva de 
nuestro sistema jurídico. El Código de 1908 incorporó a la jurispru-
dencia diversas características que, según la doctrina, han perdurado 
hasta nuestros días, como la responsabilidad de las partes de invocar-
la, los mecanismos de establecimiento y modificación, y la delimita-
ción de su ámbito de competencia, incluyendo la esfera federal.

Lucio Cabrera observó, al respecto, que “La parte considera-
tiva de una sentencia, reiterada en otras cinco resoluciones —por 
cierta mayoría— es lo que constituye la jurisprudencia, y como lo 
que la forma es el contenido del fallo o interpretación de las leyes, 
paulatinamente se advirtió que no sólo las sentencias de amparo 
podían crearla, sino también todas las que... versen sobre cuestio-
nes ajenas al juicio de amparo”.144

2. La confección de la jurisprudencia durante el siglo XX

Bajo la vigencia de la Constitución de 1917, fue expedida en 
1919 una nueva Ley de Amparo que extendió la obligatoriedad de 
la jurisprudencia a los tribunales de las entidades federativas. Pos-
teriormente, en 1928, se reformó la Constitución y se expidió una 
nueva Ley Orgánica que creó tres salas dentro de la Suprema Corte:  
 

142		  Cabrera, Lucio, op. cit., pp. 246 y 247.
143		  La jurisprudencia fue reestablecida principalmente con el propósito de 

normar el criterio de los jueces de Distrito en los juicios de amparo, así como 
crear y uniformar un criterio más estable que guiara a los Tribunales Federales. 
Cabrera, Lucio, op. cit., p. 232.

144		  Cabrera, Lucio, op. cit., p. 234.
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penal, administrativa y civil, cada una integrada por 5 ministros, 
para en 1934 adicionarse una cuarta sala laboral, ascendiendo así 
el Pleno de la Corte de 16 a 21 ministros.145

La jurisprudencia se incorpora por vez primera a la Consti-
tución, con las reformas constitucionales de del 19 de febrero de 
1951.146 Estas reformas se ocuparon de cuestiones relacionados con 
la contradicción de tesis y su resolución, así como de la regulación 
para crear, modificar y otorgar carácter obligatorio a la jurispru-
dencia.

Posteriormente, las reformas constitucionales en 1967147 le die-
ron a los Tribunales Colegiados de Circuito, facultades concurrentes 
con la Corte para conocer de asuntos de legalidad, estableciendo 
además la separación de competencias por materia, cuantía, grado 
y trascendencia. No obstante, la generación de jurisprudencia obli-
gatoria permaneció como facultad exclusiva de la Suprema Corte 
de Justicia, aunque su interpretación jurisprudencial abarcó tam-
bién leyes y reglamentos locales.148

Como resultado de la reforma constitucional, la Ley de Ampa-
ro fue reformada por el decreto publicado el 30 de abril de 1968. 
Entre los cambios importantes de esta reforma, se estableció de 
manera expresa que las sentencias de los Tribunales Colegiados 
podían integrar jurisprudencia obligatoria en materia de su com-
petencia, siempre que hubiera cinco ejecutorias ininterrumpidas 
y fueran aprobadas por unanimidad de votos. También se incluyó  
 

145		  La jurisprudencia…, cit., p. 47.
146		  Acosta, op. cit., p. 48.
147		  Decreto que reforma y adiciona los artículos 94, 98, 100, 1002, 104 frac-

ción I, 105 y 107 de la Constitución, publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
Tomo CCLXXXIV, No. 45, el 25 de octubre de 1967, disponible en: https://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_067_25oct67_ima.pdf.

148		  A partir de la reforma aludida, se facultó expresamente a la Suprema 
Corte para establecer jurisprudencia sobre leyes y reglamentos federales o locales 
además de la Constitución Política. Castro Zavaleta, Salvador, Práctica del juicio de 
amparo; doctrina, formularios y jurisprudencia, México, Cárdenas Editor y Distribui-
dor, 1971, pp. 40 y 58.
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a los tribunales militares, administrativos y laborales locales como 
órganos vinculados por la jurisprudencia.149 

En 1987 nuevamente se modificó la Ley de Amparo; las refor-
mas que entraron en vigor en 1988 concedieron a los Tribunales Co-
legiados de Circuito el control de la legalidad de manera plena, aun-
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación mantuvo la facultad 
de resolver contradicciones de tesis; con esta reforma, los artículos 
que regulaban a la jurisprudencia se encontraban del 192 a 197-B.

En el año 1994 se reformó la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y fue en esta reforma que se introdujeron 
varios cambios profundos que incidirían en la operación del máxi-
mo tribunal del país.150 La nueva integración de la Suprema Corte, 
se modificó a 11 ministros nuevamente cuyo cargo sería inamovi-
ble, con el objeto de fortalecer la deliberación de cara a generar 
interpretaciones coherentes; las controversias constitucionales y las 
acciones de inconstitucionalidad151 pasaron a la competencia ex-
clusiva de la Corte y, tuvo lugar la creación del Consejo de la Judi-
catura Federal con el propósito de entregarle la carga de las tareas 
administrativas del Poder Judicial de la Federación.

La Novena Época del Semanario Judicial de la Federación inició con 
la emisión del Acuerdo número 5/1995 del 13 de marzo de 1995, 
del Pleno de la Suprema Corte que estableció los criterios acerca de 

149		  Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurisprudencia obligatoria de los tri-
bunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín Mexicano de Derecho Compa-
rado, vol. 1, núm. 83, 1995. Recordemos que la Séptima Época del Semanario 
Judicial de la Federación abarcó del 1o. de enero de 1969 al 14 de enero de 1988.

150		  Astudillo Reyes, César Iván, El funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como tribunal constitucional. El dilema de decidir sobre qué y cómo decidir, México, 
Tirant Lo Blanch, 2019, p. 26; Cabrera Acevedo, Lucio, op. cit., pp. 255-261.

151		  En consonancia, el artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las fracciones 
I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, contemplaba que las razones contenidas en los considerandos que funden 
los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serían 
obligatorias para el resto de los órganos de la jerarquía judicial; esto es, se remitía 
de manera directa a las sentencias. Carmona Tinoco, Jorge Ulises, “La jurispru-
dencia obligatoria de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación”, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, vol. 1, núm. 83, mayo-agosto de 1995, p. 542.
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la publicación de tesis jurisprudenciales, incluyendo las emitidas 
por el Pleno, las Salas de la Suprema Corte y los Tribunales Co-
legiados de Circuito, así como las ejecutorias de amparo y votos 
particulares necesarios para constituir o contrariar la jurispru-
dencia.152

Por su parte, la reforma de 1999 a la Ley de Amparo facultó 
a la Corte para emitir Acuerdos Generales a fin de decidir qué 
asuntos conocería y cuáles remitiría a los Tribunales Colegiados. 
De acuerdo con César Astudillo, esta reforma acercó un poco más 
a la Corte a su carácter de tribunal constitucional, al reformular la 
procedencia de la revisión del amparo indirecto, así como al forta-
lecer sus facultades normativas.153 

Dichas facultades normativas resultarían fundamentales para 
fortalecer la independencia judicial de la Suprema Corte y para re-
conducir los asuntos que no requirieran establecer algún criterio 
interpretativo importante o trascendente para el ordenamiento 
jurídico. De esta forma, el ejercicio de la autonomía de organiza-
ción, como de la potestad reglamentaria, competencial y además 
procesal de la Corte constituyó un paso importante para fortale-
cerla en su tránsito hacia su configuración definitiva como tribunal 
Constitucional.154

III. Las transformaciones de la jurisprudencia  
en el siglo XXI

Hacia el año 2000 se discutían las posibles reformas que se antici-
paban a la Ley de Amparo, que tomaban en cuenta algunas defi-
ciencias subsistentes, tales como la falta de claridad en el tratamien-
to de temas importantes y novedosos, por ejemplo, los relativos a la 
vaguedad en el tratamiento del cumplimiento e incumplimiento de 

152		  Gómora Colín, José Noé, Jurisprudencia en México, México, Porrúa, 2006, 
pp. 7 y 8.

153		  Astudillo Reyes, César Iván, op. cit., pp. 31 y 32. 
154		  Ibidem, pp. 38 y 39. 
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la sentencia de amparo y sus consecuencias, así como la falta de un 
mecanismo adecuado para invocar la inconstitucionalidad de una 
ley una vez que hubiera sido declarada por el órgano jurisdiccional 
competente.155

En general, las diferentes propuestas de reforma coincidían en 
la necesidad de modificar la fórmula Otero, mejorar la protección 
de las garantías individuales y adaptar el juicio de amparo a las 
necesidades actuales. En cuanto a la jurisprudencia,156 se proponía 
regularla de manera detallada, distinguiendo entre su creación por 
reiteración y por contradicción de criterios, así como reduciendo 
los votos y el número de resoluciones necesarias para su integra-
ción. Destacaron la importancia de la jurisprudencia para brindar 
coherencia en la interpretación y aplicación de la ley, asegurando 
la certeza jurídica y la protección de los derechos.157 

1. Las reformas constitucionales de 2011 y 2013

En México recibimos la siguiente gran reforma constitucional 
en 2011, que en la literatura se conoce como el “cambio de pa-
radigma constitucional” por constituir un punto de inflexión de 
gran relevancia y profundas consecuencias para el sistema jurídi-
co mexicano. Si bien esa reforma abarcó diversos artículos,158 nos 
centraremos en los que tienen impacto directo con el tema que 
investigamos.

155		  Martí Capitanachi, Luz del Carmen, “La Fórmula Otero”, Revista Letras 
Jurídicas, núm. 2, 2000, pp. 174 y 182.

156		  La jurisprudencia…, cit., p. 88.
157		  Referente a las propuestas de reforma a la Ley de Amparo, Reglamenta-

ria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, planteadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el 
Instituto Mexicano del Amparo, cfr. Ibidem, p. 178.

158		  Para un estudio detallado de los temas de la reforma constitucional de 
2011, véase Salazar Ugarte, Pedro (coord.), La reforma constitucional sobre derechos 
humanos. Una guía conceptual, México, Senado de la República, Instituto Belisario 
Domínguez, 2014. 
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El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, la reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos. De manera disruptiva y trascendental, se modificó el artículo 
1o. constitucional para reemplazar la denominación de “garantías 
individuales” por “derechos humanos”159 que, junto con aquellos 
derechos origen internacional, se incorpora como elemento arti-
culador de la reforma. Otro aspecto relevante tiene que ver con la 
distinción que se hace en el título primero constitucional referente 
a los derechos humanos, como categoría distinta de las garantías a 
través de las cuales se protegen.

Producto de este cambio constitucional, el reformado artículo 
1o. señala que 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringir-
se ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.160 

Y en su segundo párrafo establece que las normas sobre dere-
chos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitu-
ción y los tratados internacionales, debiendo favorecer con la pro-
tección más amplia a las personas.

Las modificaciones efectuadas a este artículo introdujeron al 
ordenamiento jurídico un revolucionario diseño con consecuencias 
positivas para las personas gobernadas, además de una serie de 
nuevas responsabilidades para los órganos del Estado hacia el in-

159		  Carbonell, Miguel y Salazar, Pedro (coords.), La reforma constitucional de 
derechos humanos: un nuevo paradigma, México, 2011, pp. 7-12. 

160		 Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del 
Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5194486&fecha=10/06/2011#
gsc.tab=0. 
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terior del sistema jurídico mexicano,161 y también hacia el exterior 
con la asignación de valor constitucional a los derechos contenidos 
en los tratados internacionales. De ahí que se le atribuyera el cala-
do de cambio de paradigma162 constitucional, al aludir a la idea del 
cambio que experimentaba el ordenamiento respecto a la batería 
de conceptos, forma de comprenderlos, abordaje de problemas y 
consecuencias relacionadas.

En términos prácticos, los aspectos más trascendentales que se 
modificaron fueron el cambio de garantías individuales por dere-
chos humanos y sus garantías, que tiene implicaciones en la forma 
de entender la prerrogativa, al distinguirla del mecanismo para su 
defensa. Adicionalmente, los derechos humanos contenidos en los 
tratados internacionales (firmados y ratificados por México) adqui-
rieron el mismo rango que los contemplados en la Constitución 
(bloque de constitucionalidad-convencionalidad).163 Finalmente, se 
estableció la obligación de toda autoridad estatal de promoverlos, 
respetarlos y garantizarlos, bajo los principios pro persona e interpre-
tación conforme.

La obligación interpretativa para los tribunales se materializó 
con el control convencional difuso ex officio, que aunque surgió apa-
rentemente a partir de 2011, lo cierto es que ya se había comen-
zado su construcción interpretativa muchos años antes164 con la 

161		  En el siguiente capítulo ahondaré sobre estas consecuencias que tienen 
relación directa con la tarea interpretativa del Poder Judicial de la Federación en 
la creación de jurisprudencia y precedentes.

162		  En directa referencia al término “paradigma” usado por Kuhn, Thomas, 
La estructura de las revoluciones científicas, trad. de Agustín Contín, México, Fondo de 
Cultura Económica, 1971, p. 13.

163		  En términos interpretativos y de aplicación, esta multiplicación de posibi-
lidades de protección planteó en su momento un gran número de interrogantes y 
preocupaciones respecto de su adecuada implementación. Para una discusión al 
respecto, véase Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio 
de amparo mexicano”, Revista Derecho del Estado, núm. 34, enero-junio de 2015.

164		  Samaniego Santamaría, Luis Gerardo, “Control difuso de constituciona-
lidad-convencionalidad. Evolución jurisprudencial a cien años de la Constitu-
ción mexicana de 1917”, Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Flores Pantoja, Rogelio 
(eds.), La Constitución y sus garantías. A 100 años de la Constitución de Querétaro de 1917. 
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resolución de algunos casos por parte de diversos tribunales del país 
utilizando los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos (CIDH) o tomando como parámetro los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos.

No obstante, la adopción de criterios jurisprudenciales intera-
mericanos comenzó formalmente en México cuando la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación decidió abrir un expediente deno-
minado Varios 912/2010 a fin de dar cumplimiento a la sentencia 
condenatoria que la CIDH emitió condenando a México en el Caso 
Rosendo Radilla vs. México del año 2009. Este asunto abrió la discu-
sión acerca de las formas de recepción y aplicación de los derechos 
humanos de fuente convencional, el arreglo interno de las fuentes 
del derecho y las obligaciones concretas que se derivaban de la sen-
tencia condenatoria para el Poder Judicial. 

La enorme trascendencia de dicha sentencia junto con las re-
formas de 2011 conjugó un estado de cosas que trazaría el cami-
no para el diseño y desarrollo interpretativo y jurisprudencial del 
control de constitucionalidad-convencionalidad que tantas trans-
formaciones implícitas traería, por ejemplo, el papel mismo de las 
personas juezas en su función de administrar justicia. No es menor 
tampoco, el hecho de que el desarrollo y perfeccionamiento de es-
tos ajustes se posibilitara vía desarrollo jurisprudencial.

De la mano de la reforma en materia de derechos humanos de 
2011, vino aquella en materia de amparo, que tuvo lugar a nivel 
constitucional el 6 de junio de 2011 y a nivel legal con la publi-
cación de la nueva Ley de Amparo, el 2 de abril de 2013. Ambos 
cambios constitucionales, se complementaron para materializar lo 
que Herrera165 denominó el cambio del objeto de protección del 
juicio de amparo que había caracterizado al amparo mexicano des-
de su redacción en la Constitución de 1917.

Memoria del XI Encuentro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Proce-
sal Constitucional, México, Instituto de Estudios Constitucionales de Querétaro, 
2017, pp. 865-883.

165		  Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio de 
amparo mexicano”, cit., p. 155.
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Los artículos constitucionales reformados respecto del juicio de 
amparo fueron los artículos 94, 103, 104 y 107.166 En el artículo 94 
se incorporó a los Plenos de Circuito167 junto con la creación de ju-
risprudencia obligatoria por estos mismos órganos, su interrupción 
y sustitución, para cuya regulación se reenvía a la ley de la materia, 
que es precisamente, la Ley de Amparo. En el 103, se incluyó la 
protección contra normas general por actos u omisiones que violen 
derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en 
los tratados internacionales.

Por su parte, en el 104 se actualizó la competencia de los 
tribunales de la federación, mientras que en el 107 se estable-
cieron las bases renovadas del juicio de amparo con aspectos 
como el interés legítimo individual o colectivo, las reglas para 
la declaratoria general de inconstitucionalidad al superar la fór-
mula Otero, la modificación a las reglas del amparo directo, del 
cumplimiento de sentencias, sanciones para las autoridades que 
incumplieran, así como nuevos requisitos para la suspensión del 
acto reclamado.

Debido a la profundidad de los cambios y sobre todo, su im-
pacto en el ordenamiento jurídico, la doctrina considera que estas 
reformas constituyeron un cambio material de gran profundidad 
en la configuración y eficacia del juicio de amparo, en conexión 
directa con la protección de los derechos humanos. Al admitir 
que los derechos humanos de fuente internacional también son 

166		 Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dispo-
siciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, disponible en: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5193266&fecha=06/06/2011#
gsc.tab=0.

167		  Debe tenerse en cuenta, que la incorporación de los Plenos de Circuito 
como órganos adicionales para la unificación de criterios jurisprudenciales ha 
sido considerada por algunas voces, como una solución parcial e insuficiente 
frente al problema persistente de la diversidad de criterios antagónicos sosteni-
dos por diferentes órganos jurisdiccionales del país. Alvarado Esquivel, Miguel 
de Jesús, “La jurisprudencia en la nueva Ley de Amparo”, Revista del Instituto de la 
Judicatura Federal, vol. 11.
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tutelables mediante el amparo —como mecanismo de control 
concentrado de la constitucionalidad— sino también mediante 
procesos ordinarios —como mecanismo de control difuso— se 
ensanchó de manera exorbitante el objeto de protección del juicio 
de amparo.168

La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación estable-
ció que la Suprema Corte podía establecer jurisprudencia por rei-
teración, contradicción y sustitución, cuando funcionara en pleno 
o en salas con una votación unánime o por mayoría. Por su par-
te, los Tribunales Colegiados podían integrar jurisprudencia por 
reiteración con una votación unánime, mientras que los Plenos 
de Circuito se crearon para fortalecer a la Suprema Corte como 
tribunal constitucional, al encargarse de la solución de contra-
dicciones que antes debía resolver la corte; al mismo tiempo, se 
buscaba la unificación de criterios, obligatorios para los órganos 
del circuito.169

De las reformas ocurridas al ordenamiento jurídico mexica-
no, es patente que aquellas de 1994 y 2011 fueron las de mayor 
trascendencia e impacto en cuanto a la conducción de la jurispru-
dencia a su forma más actual. Esto se debe a que comenzaron a 
trazar el camino para fortalecer la jurisprudencia y para asegu-
rar su aplicación uniforme en todo el país, pensemos por ejemplo, 
que la primera reforma posibilitó la emisión de jurisprudencia por 
parte de los tribunales colegiados a fin de otorgarles mayor peso y 
obligatoriedad en la resolución de casos similares, mientras que la 
segunda reforma amplió el catálogo de derechos objeto de dicha 
jurisprudencia junto con mecanismo para promover su aplicación 
uniforme.

168		  Herrera García, Alfonso, “El objeto de protección del nuevo juicio de 
amparo mexicano”, cit., pp. 167 y 168.

169		  López Benítez, Lilia Mónica, “Sistemas de jurisprudencia en el juicio de 
amparo”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Herrera García, Alfonso (coords.), 
El juicio de amparo en el centenario de la Constitución mexicana de 1917. Pasado, presente y 
futuro, México, 2017, t. II, pp. 536 y 537.
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2. La reforma judicial de 2021 en materia de precedente judicial

El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, otro importante decreto de reforma170 a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, referida a la estructura y 
competencias del Poder Judicial de la Federación. En la reforma de 
referencia se abordan varios y diversos aspectos relacionados con 
la operación cotidiana del Poder Judicial,171 pero de manera con-
creta, me referiré a los aspectos relacionados con la jurisprudencia 
mexicana.

Entre los aspectos más  relevantes de la exposición de motivos 
que acompañó la reforma en el tema que nos ocupa, destacan la 
búsqueda del mejoramiento de la carrera judicial, apuntalar el 
papel de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal 
constitucional, al reforzar su capacidad de autogestión mediante 
la emisión de acuerdos generales. De manera muy  notable, se 
incorpora la modificación al sistema de jurisprudencia, incluyen-
do al precedente, con el fin de que la doctrina jurisprudencial 
del máximo tribunal enmarcara la labor del resto de los órganos 
jurisdiccionales del país.172

170		  Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativas al 
Poder Judicial de la Federación, disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0.

171		  Entre los cambios generales realizados por la reforma están: la capaci-
tación y profesionalización del personal; el reforzamiento de los mecanismos 
institucionales de combate a la corrupción; la consolidación de la carrera ju-
dicial; la legitimación de los órganos autónomos para promover controversias 
constitucionales; la declaratoria de inconstitucionalidad, el amparo directo en 
revisión, así como modificación de las facultades del Consejo de la Judicatura 
Federal. Para una revisión sobre la reforma general véase Caballero Juárez, José 
Antonio, La reforma judicial de 2021. ¿Hacia dónde va la justicia?, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2021; Gómez Marinero, Carlos Martín, “La reforma 
judicial de 2021 y la declaratoria general de inconstitucionalidad”, Derecho global. 
Estudios sobre derecho y justicia, vol. X, núm. 29, 2025.

172		  Proyecto de reformas con y para el Poder Judicial de la Federación, 
2020, disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digital/ 
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Entre los cambios constitucionales fundamentales, encontra-
mos que la redacción del artículo 94, relativo al ejercicio del Po-
der Judicial de la Federación, incorpora ahora la jurisprudencia 
por precedente, la figura de los Plenos Regionales en sustitución 
de los antiguos Plenos de Circuito; se transforma a los Tribuna-
les Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación, 
se flexibiliza la declaratoria general de inconstitucionalidad y se 
reafirma la integración de 11 personas ministras que trabajan en 
sala y pleno. 

En los párrafos 11 y 12 del mismo artículo se incorpora la nove-
dad respecto de la regulación de la jurisprudencia, al señalar:

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que 
establezcan los Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre 
la interpretación de la Constitución y normas generales, así como los 
requisitos para su interrupción.

Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sen-
tencias dictadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación por mayoría de ocho votos, y por las Salas, por mayoría de 
cuatro votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccio-
nales de la Federación y de las entidades federativas. (Decreto… cit.,  
art. 94, parr. 11-12)

Los párrafos de referencia marcan la incorporación de un nue-
vo sistema de creación de criterios interpretativos por precedentes, 
o como se denominó con la reforma “jurisprudencia por prece-
dente”. Este cambio resultó un cambio trascendente en términos 
normativos y prácticos, ya que veníamos de entender a la jurispru-
dencia —desde su origen formal con la Ley de Amparo de 1882— 
como la reiteración de cinco criterios ininterrumpidos y ninguno 
en contrario, habiendo interiorizado una forma de integrar juris-
prudencia con la definición misma.

2020-09/boletin_electronico_septiembre2020.html#:~:text=La%20iniciativa%20de%20
Reforma%20con,humana%2C%20m%C3%A1s%20eficiente%20y%20eficaz.
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Por su parte, la fracción XIII del artículo 107 constitucional 
articuló las formas y amplió los sujetos legitimados para denun-
ciar una contradicción de criterios en los juicios de amparo  del 
conocimiento de los diferentes órganos judiciales. Al ampliar los 
sujetos con posibilidad de denunciar las contradicciones, se esti-
ma que podría esperarse una optimización del seguimiento de las 
inevitables contradicciones que pueden surgir y, por lo tanto, una 
unificación más oportuna. Destaca el cambio de lenguaje respecto 
de los criterios, referidos directamente a la norma producto de la 
interpretación de los órganos jurisprudenciales y no, como se hacía 
previamente, a las tesis de jurisprudencia.

Para regular los diversos aspectos derivados de la implementa-
ción de esta reforma, el 7 de junio de 2021 se publicaron la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley de Carrera 
Judicial del Poder Judicial de la Federación. Respecto de la operativi-
dad y modificaciones al sistema de jurisprudencia, la Ley de Amparo 
dispuso la regulación secundaria respectiva del artículo 215 al 229.

En lo que hace a los sistemas de creación de jurisprudencia,173 
la reforma dispuso la integración de jurisprudencia por reiteración 
de criterios, por precedente y por contradicción de criterios, con los 
requisitos para su integración. De acuerdo con esto, la integración 
de jurisprudencia se configuró de la siguiente manera.

Jurisprudencia por precedente. Establecida a través de las razones que 
justifiquen las decisiones de las sentencias que dicte la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación funcionando en Pleno y Salas, con una 
votación de 8 y 4 votos, respectivamente constituyen precedentes 
obligatorios. Esta jurisprudencia es obligatoria para todas las autori-
dades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas, 
de acuerdo con los artículos 222 y 223 de la Ley de Amparo.

Jurisprudencia por contradicción. Es aquella que resuelve los crite-
rios discrepantes sostenidos entre las Salas de la Corte, entre los 

173		  El sistema de jurisprudencia por sustitución se eliminó con la reforma de 
2021, por considerarse que tenía poca funcionalidad, al ser el caso más común 
que se integre un criterio a la luz de la resolución de un caso concreto y no por 
una solicitud.
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Plenos Regionales, entre éstos y algún Tribunal Colegiado de dis-
tinto circuito, o bien entre Colegiados de la misma región; en este 
sistema de integración, la votación es mayoría simple, de acuerdo 
con los artículos 225 a 227 de la Ley de Amparo. 

Jurisprudencia por reiteración. Aquella que se establece cuando 
un órgano reitera un mismo criterio en cinco sentencias no inte-
rrumpidas por otra en contrario. Este sistema de integración de 
jurisprudencia queda reservado para los Tribunales Colegiados 
de Circuito cuando sea votada por unanimidad, además se hace 
referencia expresa a la no obligatoriedad de las cuestiones de hecho 
o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión, esto 
es, al obiter dicta, según dispone el artículo 24 de la Ley de Amparo. 

Respecto de la interrupción de la jurisprudencia, la ley señala, en el 
artículo 228 y 229,  que los tribunales no estarán obligados a seguir 
su propia jurisprudencia pero deberán proporcionar argumentos su-
ficientes que justifiquen un cambio de criterio; sin embargo, también 
indica que los tribunales estarán vinculados por sus propias jurispru-
dencias, lo cual es impreciso y parece incluso contradictorio, ya que 
la ley no contiene una delimitación conceptual precisa de los alcan-
ces de cada una de esas obligaciones para las autoridades judiciales.

Además, el artículo 218 de la propia ley, dispone que cuando se 
reúnan los requisitos previamente señalados para la integración de 
jurisprudencia por alguno de los sistemas señalados, se elaborará 
una tesis que integre: los hechos relevantes, el criterio jurídico que 
resuelva el problema planteado y una síntesis de la justificación del 
tribunal que respalde la adopción del criterio. Esto es un cambio 
significativo en cuanto a la estructura de la tesis, que ha sido el 
mecanismo institucional empleado para la identificación de rationes 
decidendi en México desde la segunda mitad del siglo XX.

Ahora bien, cuando la Corte resuelve controversias constitu-
cionales y acciones de inconstitucionalidad,174 y se satisfacen los 

174		  Las controversias constitucionales son un medio de control constitucional 
que se ocupa de la defensa del régimen de competencias previsto en la Cons-
titución y que está destinado a resolver conflictos en los que se controvierten 
facultades, atribuciones y competencias entre órganos del Estado. Por su parte, 



68 SANDRA GÓMORA-JUÁREZ

requisitos de ley, la parte considerativa de la sentencia que sirve de 
fundamento a los resolutivos adquiere obligatoriedad y, por ello, 
tiene carácter de jurisprudencia por precedentes, de conformidad 
con los artículos 43 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 
I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Como puede advertirse, en el caso de estos me-
canismos de control de regularidad constitucional, actualmente no 
se generan tesis acerca del criterio sostenido, lo cual presenta un 
punto de contraste respecto de la jurisprudencia por precedente 
que se genera vía amparo.

Respecto de la materia electoral, la Sala Superior del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación tiene competencia 
para integrar jurisprudencia por reiteración, cuando en tres sen-
tencias no interrumpidas por otra en contrario, sostenga el mismo 
criterio de aplicación, interpretación o integración de una norma. 
Asimismo, se integra jurisprudencia mediante la contradicción de 
criterios que sostengan dos o más Salas Regionales o entre éstas y la 
Sala Superior. Las Salas Regionales cuando en cinco sentencias no 
interrumpidas por otra en contrario, sostengan el mismo criterio 
de aplicación, interpretación o integración de una norma y la Sala 
Superior lo ratifique.

El retrato que hasta ahora se ha esbozado, da cuenta del di-
seño de la jurisprudencia mexicana, desde sus orígenes formales 
en el siglo XIX hasta las últimas reformas que han dado un giro a 
ese diseño. Las condiciones que prevalecían en el Estado mexicano 
cuando se incorporó son profundamente distintas a las que hoy 
informan el sistema jurídico mexicano y, la trayectoria que ha se-
guido la jurisprudencia parece sugerir su tránsito hacia una forma 
más fluida de entenderla y aplicarla. 

las acciones de inconstitucionalidad  son el mecanismo que permite analizar la 
constitucionalidad de una norma jurídica en abstracto. Soto Flores, Armando 
Guadalupe (coord.), “La controversia constitucional y la acción de inconstitucio-
nalidad como medios de control de la Constitución”, Derecho procesal constitucional, 
México, Secretaría de Cultura-INEHRM-UNAM, 2016.
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3. La reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación de 2024

El proceso de análisis, implementación y capacitación a que dio 
lugar la reforma de 2021 estaba en curso, cuando en 2024 irrum-
pió en el escenario legislativo una nueva reforma constitucional de 
gran calado para el Poder Judicial de la Federación en un ambiente 
de gran tensión entre los órganos del Estado. El 20 de febrero de 
2024,175 el presidente de la República envió 20 proyectos de decre-
to a la Cámara de Diputados en un paquete de reformas —pro-
puestas de manera simultánea— que planteó la modificación de 
cincuenta y tres artículos de la Constitución en diversas materias,176 
entre las que se encuentra la reforma judicial. 

Esto significa que no se habían terminado de asentar, asimi-
lar o analizar los efectos de la reforma judicial de 2021 cuando se 
propuso esta nueva reforma que reestructura de fondo, el diseño 
e integración del Poder Judicial de la Federación. Entre las princi-
pales razones expuestas177 para el impulso de esa reconfiguración 
normativa se refirieron las siguientes: la impunidad, la falta de jus-
ticia a las personas, falta de independencia, la falta de legitimidad 
democrática de la jurisdicción federal, problemas relacionados con 
la administración de justicia, críticas relacionadas con el sistema 
actual de designación de personas juezas y magistradas, así como 
procesos opacos y alejados de la ciudanía. 

Los mayores cambios a nivel constitucional y que, por supues-
to, tendrán su reflejo a nivel de leyes secundarias reconfiguran por 
completo la integración de los órganos jurisdiccionales y los pro-
cedimientos de integración, lo que, indudablemente tendrá un im-

175		 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, LXV Legislatura, Año XX-
VII, núm. 6457-15 del 5 de febrero de 2024.

176		  Para un análisis pormenorizado de dichas reformas, véase López Ayllón, 
Sergio et al., (coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y 
legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2024. 

177		 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, LXV Legislatura, Año XX-
VII, número 6457-15 del 5 de febrero de 2024.
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pacto directo en la producción de jurisprudencia de los órganos 
judiciales federales y locales. En ese sentido, luego de una revisión 
de los principales cambios respecto de los órganos jurisdiccionales 
federales productores de jurisprudencia, puntualizaré brevemente 
los cambios respecto del precedente.

Uno de los cambios de mayor impacto constitucional es la inte-
gración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que pasó de 
11 a 9 ministros que, con el nuevo sistema, serán electos mediante 
voto popular directo, cuyo encargo durará 12 años en lugar de 15; 
además se dispuso que la corte solo funcione en Pleno, con lo cual 
se eliminaron las Salas que se ocupaban de materias especializadas, 
distribuyendo los asuntos entre la Primera Sala que resolvía los de  
materia civil y penal, y la Segunda Sala que se ocupaba de las ma-
terias administrativa y laboral.

Por su parte, las personas magistradas de circuito y las personas 
juezas de distrito serán igualmente elegidas por voto popular di-
recto, en tanto que los tres poderes de la unión participarían en la 
integración de las candidaturas judiciales. La reforma planteó que 
la mitad de los cargos actuales que corresponden a cada circuito 
judicial se elegirían en una elección extraordinaria prevista para el 
1 de junio de 2025, mientras que la mitad restante se llevará a cabo 
en la elección federal ordinaria de 2027.178

Respecto de la administración del Poder Judicial de la Federa-
ción, se dispuso que un nuevo Órgano de Administración Judicial 
reemplace al Consejo de la Judicatura Federal, que tendrá 5 inte-
grantes en lugar de 7 y durarán 6 años improrrogables en el encar-
go con una presidencia rotativa cada 2 años. En la designación de 
los integrantes de este órgano participarán el Ejecutivo, el Senado 
(1) y la Suprema Corte (3).

178		  El procedimiento de referencia se encuentra en los artículos transitorios 
primero y segundo del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de septiembre de 2024.
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Uno de los aspectos más destacados por disruptivo, es la crea-
ción de un nuevo órgano denominado “Tribunal de Disciplina Ju-
dicial” que cuenta con amplísimas atribuciones, el cual se integra 
con 5 magistrados electos por voto popular que durarán seis años 
en el encargo sin posibilidad de reelegirse, cuya presidencia rotará 
cada 2 años. Este órgano será el encargado de investigar y sancio-
nar a los funcionarios judiciales por actos u omisiones contrarios a 
la ley, a la administración de justicia o a los principios de objetivi-
dad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia, 
pero también podrá evaluar el desempeño de personas magistradas 
y juezas.

De acuerdo con el artículo 140 de la nueva Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, este tribunal tendrá a su cargo la 
investigación de los hechos u omisiones que puedan constituir res-
ponsabilidades administrativas de las personas con funciones juris-
diccionales del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la 
Suprema Corte y el Tribunal Electoral, tarea que podrá realizar de 
oficio o a petición de parte.

Las personas magistradas de este órgano serán directamente 
electas,179 lo cual significa que no será un órgano integrado por las 
mismas personas del resto de órganos jurisdiccionales, sino por per-
sonas externas a la operación de los propios órganos jurisdiccionales. 
El diseño de este órgano podría poner en riesgo la independencia 
judicial, al ser susceptible de convertirse en un mecanismo de in-
fluencia externa y presión hacia las personas impartidoras de justicia. 

En cuanto a las competencias, el Pleno del tribunal será com-
petente para resolver los recursos de revisión que procedan con-
tra resoluciones de procedimiento administrativo emitidas por sus 
propias Comisiones —integradas por 3 personas pero que pueden 
sesionar con 2— que se componen por los mismos integrantes del 
Pleno. Entre sus competencias se encuentran: solicitar a la Cámara 
de Diputados el inicio del juicio político contra personas juzgado-
ras electas; organizar mediante acuerdos el procedimiento para la 

179		  Véase artículo 100 de la Constitución, ya publicada y en vigor.



72 SANDRA GÓMORA-JUÁREZ

reglamentación e impugnación de medidas correctivas y sanciona-
doras en materia de desempeño, y; crear precedentes de sus reso-
luciones.180

El sistema de precedentes de este tribunal sigue, en lo general, 
el diseño del sistema de precedentes del Poder Judicial de la Fede-
ración. En este caso, las razones que justifiquen las resoluciones que 
emita el Pleno del Tribunal de Disciplina por mayoría de cuatro 
votos constituirán precedentes vinculantes para las Comisiones del 
propio Tribunal, en los casos en los que se actualicen hechos rele-
vantes similares y también lo serán para las autoridades análogas 
de las entidades federativas.181

Se precisa que el Pleno y las Comisiones deben seguir sus pro-
pios precedentes o aportar una motivación reforzada para apar-
tarse de su criterio; se articulan también los mecanismos para 
resolver las contradicciones de criterios entre las Comisiones del 
Tribunal, mismas que serán resueltas por el Pleno. Respecto de 
las contradicciones que se susciten entre algún criterio del Pleno 
del Tribunal con algún criterio en materia de procedimiento ad-
ministrativo sancionador emitido por la Suprema Corte, la ley 
dispone que la Suprema Corte será la competente para resolver 
la contradicción.

Asimismo, los precedentes de este órgano serán vinculantes 
desde el momento en que se engrose la resolución que lo conten-
ga, que deberán ser  difundidos en “un plazo razonable” mediante 
algún sistema electrónico de difusión gratuito, público y accesible, 
a través de un formato que debe mostrar los hechos relevantes, el 
criterio jurídico y las razones que lo justifican.

De modo que, a partir de la entrada en funciones del Tribunal 
de Disciplina, se instaurará un sistema de precedentes en materia de 

180		 Artículos 134 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

181		  Artículos 142 a 151 de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 20 de diciembre de 
2024, consultable en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745906&fech
a=20/12/2024#gsc.tab=0.
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responsabilidad administrativa de las personas con funciones juris-
diccionales del Poder Judicial de la Federación, paralelo al sistema 
de precedentes para la impartición de justicia general. Tratándose de 
un tribunal de reciente creación que busca fines legítimos, la aspi-
ración es que dichos fines sean alcanzados, no obstante, no puede 
dejar de observarse que se trata, para decirlo coloquialmente, de un 
arma de doble filo.

El diseño general del tribunal conlleva riesgos y beneficios, lo 
que no queda claro es si los beneficios van a poder compensar los 
altísimos riesgos que representa. Si consideramos que el Tribunal 
de Disciplina se constituye como un órgano revisor del sentido de 
las decisiones y de los criterios interpretativos sostenidos por los 
órganos jurisdiccionales, tenemos un elemento adverso, pero ade-
más sumamos a este diseño la pretensión formalista plasmada en el 
artículo décimo primero transitorio182 de la reforma de 2024 a la 
Constitución, entonces lo que surge es un escenario propicio para 
la vulneración de la independencia judicial. 

Todo dependerá de la forma en  que las personas magistra-
das del tribunal entiendan que algo constituye “actos u omisiones 
contrarios a la ley, a la administración de justicia o a los principios 
de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o 
excelencia”183 esto es, dependerá de la interpretación (formalista 
por mandato constitucional) que el Tribunal de Disciplina asigne al 
razonamiento de un órgano jurisdiccional en ejercicio de sus fun-
ciones. Por supuesto, habrá casos claros y otros en los que habrán 
de tomar una decisión, en contra de la cual, no procede juicio ni 
recurso alguno.

182		  Que a la letra señala: “Décimo Primero. Para la interpretación y apli-
cación de este Decreto, los órganos del Estado y toda autoridad jurisdiccional 
deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o 
extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”.

183		  Artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuyo texto vigente fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de sep-
tiembre de 2024, disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/cpeum/
documento/CPEUM-100.pdf.
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Consideremos un elemento adicional. Si para la determinación 
de la posible responsabilidad administrativa de una persona con 
funciones jurisdiccionales, es necesario que el Tribunal de Discipli-
na analice el contenido, fundamentos, motivación y justificación de 
la sentencia, esto significa que su interpretación sobre determina-
da cuestión puede superponerse a la interpretación jurisdiccional 
originaria. En otras palabras, estamos hablando de que —fuera de 
los casos evidentes de responsabilidad— la determinación de la 
responsabilidad administrativa podrá estar basada en una posible 
interpretación divergente a la interpretación originaria en la apli-
cación del derecho, que es tanto como habilitar una instancia adi-
cional con el único fin de disentir y sancionar, lo cual es altamente 
controvertido.

Cuando la serie de decisiones que se emitan en la materia cons-
tituyan doctrina jurisprudencial —en materia sancionadora— esta-
remos ante dos posibles escenarios: uno en el que la existencia de 
precedentes brinde certeza a las funcionarias judiciales respecto 
de su propia tarea, la cual  realizan de manera independiente, o bien, 
uno en el que comiencen a mostrarse efectos paradójicos debido a 
que el propio sistema incentivó aquello que se quería combatir. Este 
asunto será algo de lo que habrá que dar cuenta más adelante.

Por su parte, el Capítulo IV de la Constitución vigente regula al 
Poder Judicial. Respecto de la jurisprudencia, dispone la reducción 
de la mayoría calificada requerida para sentar jurisprudencia obli-
gatoria en el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de 
8 a 6 votos, esto en función de su nueva integración y la eliminación 
de las salas.

Respecto de la jurisprudencia, se mantiene el sistema de inte-
gración por precedente en el párrafo decimosegundo del artículo 
94 constitucional, según la cual, “las razones que justifiquen las 
decisiones contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de seis votos 
serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la 
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Federación y de las entidades federativas”.184 El sistema de integra-
ción de jurisprudencia por reiteración para los tribunales colegia-
dos de circuito y plenos regionales no se altera en la redacción del 
propio artículo.

Por otra parte, se prohíbe que las sentencias de amparo que 
declaren inconstitucional una norma general tengan efectos gene-
rales. Sin embargo, cuando se establezca jurisprudencia sobre in-
constitucionalidad de normas, el presidente de la Suprema Corte 
lo notificará a la autoridad emisora y si en 90 días no se subsana, la 
Corte podrá emitir una declaratoria general de inconstitucionali-
dad con efectos generales, con la aprobación 6 votos.

Aparentemente y partiendo de la información disponible hasta 
la fecha, no habrá mayores transformaciones a los sistemas de inte-
gración de jurisprudencia tal como se articularon en la reforma de 
2021, salvo por la votación. Sin embargo, es previsible que la juris-
prudencia experimente cambios profundos, no solo porque la posibi-
lidad de deliberación se reduce con el número de personas ministras. 

Otra de las razones apunta a la lógica que subyace a la integra-
ción de jurisprudencia y precedentes, al partir de unos presupuestos 
básicos que —por diseño institucional— buscan asegurar que las 
decisiones jurisdiccionales cumplan con un mínimo de motivación, 
justificación, aseguren igualdad en el tratamiento de problemas se-
mejantes. Lamentablemente para las personas justiciables en Mé-
xico, estos presupuestos básicos de la administración de justicia no 
están garantizados, con lo cual, es incierto que las diversas ventajas 
y beneficios que pueden atribuirse a la jurisprudencia y al prece-
dente, puedan obtenerse, dado el diseño constitucional hoy vigente. 

Finalmente, para efectos de este capítulo, es importante consi-
derar que esta reforma estableció en su artículo octavo transitorio, 
un plazo de 180 días para que las legislaturas locales “adecuaran” 

184		  Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reforma del Poder Judicial, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
15 de septiembre de 2024, disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php? 
codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0.
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sus constituciones locales en consonancia con la reforma federal, 
de modo que todos los cargos en los poderes judiciales locales se 
elijan por elección popular —proceso que deberá ocurrir en las 
fechas previstas para el caso federal— y repliquen el diseño de los 
órganos de administración judicial y de disciplina. De modo que 
esta reforma constitucional impulsada desde el ámbito federal, en-
tre otros problemas, coloca con mucha fuerza en el centro de la 
discusión, las dificultades del federalismo judicial con sus diversas 
consecuencias.

En suma, se trata de una reforma altamente controvertida que 
ha sido cuestionada desde diferentes frentes —de manera absoluta-
mente justificada, en términos jurídicos— al considerarse regresiva, 
que vulnera la independencia judicial como garantía de acceso a la 
justicia, que viola derechos laborales, así como estándares interna-
cionales acerca de la inamovilidad de jueces y que no salvaguarda 
el acceso a la justicia al no contar con mecanismos suficientes para 
asegurar un mínimo de conocimiento técnico para desempeñar los 
diversos cargos que serán sometidos a una elección popular inédita 
y que sigue articulándose sobre la marcha.

Hasta ahora, el desarrollo histórico de la jurisprudencia en 
México había estado marcado por la búsqueda constante de me-
canismos que permitieran consolidar su carácter vinculante y la 
unificación de criterios en la interpretación constitucional y legal. 
Desde sus orígenes en el siglo XIX, la jurisprudencia ha ido adqui-
riendo paulatinamente mayor relevancia y rango normativo, con-
virtiéndose en una pieza clave para el fortalecimiento del Estado de 
Derecho y la seguridad jurídica en nuestro país. 

Los sucesivos cambios y reformas experimentados a lo largo de 
la historia de la institución, más marcadamente de los años noventa 
en adelante, reflejaban la importancia que el legislador y los ope-
radores jurídicos han otorgado a esta figura, en aras de dotarla de 
mayor solidez y eficacia en el cumplimiento de sus fines. Por ahora, 
el futuro inmediato no ofrece claridad respecto de la ruta que la 
jurisprudencia podría tomar.




